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Para añadir unos subincisos (t) y (u) en el inciso (3) del Artículo 1-B de la Ley Núm. 45 de 18 de abril de 1935, según enmendada, conocida como “Ley del Sistema de Compensaciones por Accidentes en el Trabajo”, con el propósito de proveer para la creación de un denominado “Fondo Especial para Atender Reclamaciones al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976”, mediante el cual se le facilite a los patronos del sector privado un mecanismo adecuado y sin cargos adicionales, que les permita cubrir reclamaciones generadas al amparo de la Ley Núm. 80, antes citada; y para otros fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Es de público conocimiento el impasse en el que se encuentra el Gobierno de Puerto Rico y la Junta de Supervisión Fiscal. La pretensión de la Junta de eliminar la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, no logró el respaldo necesario para ser aprobada por esta Asamblea Legislativa. Este resultado es producto de las diferencias de enfoque entre los miembros designados por el presidente de los EEUU que componen la Junta y los miembros democráticamente elegidos por el pueblo para, atender el aparato gubernamental. 

Sin duda, esta situación de impasses no favorece a nadie. No obstante, esta Asamblea Legislativa no va a renunciar a sus facultades constitucionales de defender a los trabajadores, tanto del sector público como los del sector privado. Entiéndanlo en la Junta, para esta Asamblea Legislativa, ambos son muy importantes. 
Una evaluación sustantiva de la propuesta de la Junta nos fuerza a concluir que no existe un vínculo racional entre la derogación de la Ley Núm. 80, antes citada, y la creación de nuevos empleos o la posibilidad de algún repunte económico. Aunque, lo anterior debería ser suficiente para descartar la propuesta de la Junta, tanto la Cámara de Representantes, así como el Senado de Puerto Rico le han dado seria consideración al asunto. Es por tal razón que, entendemos que debemos enfocarnos en lograr los objetivos plasmados por la Junta, en su Plan Fiscal.  
El objetivo de la Junta de Supervisión Fiscal para solicitar la derogación de la protección que otorga la Ley Núm. 80, antes citada, es liberar los patronos del sector privado del pago del remedio que esta otorga a los trabajadores. Por tal razón, hemos estado buscando alternativas viables y razonables que nos lleven a la misma meta, sin lastimar los derechos de los trabajadores. 

Ciertamente, en esta tarea hemos encontrado un camino que podría atender la crisis. Es meritorio recordar que todo patrono en Puerto Rico, hoy, paga una prima a la Corporación del Fondo del Seguro del Estado, con el propósito de atender los trabajadores lesionados, mientras se les libera de responsabilidad. En principio, este esquema nos ofrece una oportunidad. Nos explicamos; la ley que crea la Corporación del Fondo del Seguro del Estado permite que esta pueda usar hasta un 22% de los ingresos provenientes de las primas cobradas, para ser usados en gastos administrativos. De esa partida, y sin poner en riesgo los recursos de los lesionados y sin aumentar la prima a los patronos, podemos separar un siete punto cinco (7.5%) por ciento para establecer un Fondo Especial dirigido a atender las reclamaciones generadas al amparo de la Ley Núm. 80. 
De esta manera, y con la creación de este Fondo Especial, le proveemos a los patronos del sector privado de una alternativa razonable para atender cualquier reclamación producto de la Ley Núm. 80, presente y futura, a la vez que atendemos el planteamiento de fondo de la Junta. 
Si el razonamiento de la Junta para solicitar la derogación de la Ley Núm. 80 es reducir los costos para los patronos, y por lo tanto, reducir el costo para hacer negocios en Puerto Rico, entendemos pues, que esta medida adelanta adecuada y razonablemente los objetivos promovidos por la Junta, sin lacerar los derechos de los trabajadores. 
Bajo este escenario, la Ley Núm. 80 permanecerá en pleno vigor y vigencia, sin exponer a los patronos del sector privado a los remedios que provee, ya que la Corporación del Fondo de Seguro del Estado ofrecerá este nuevo remedio como parte de su cubierta. Esto último, a través de la creación del antes mencionado “Fondo Especial para Atender Reclamaciones al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976”.
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.- Se añaden unos subincisos (t) y (u) al inciso (3) del Artículo 1-B de la Ley Núm. 45 de 18 de abril de 1935, según enmendada, que leerán como sigue:  

“Artículo 1-B.- Corporación del Fondo del Seguro del Estado. – 

Se crea, para llevar a cabo los propósitos de esta Ley, una corporación como instrumentalidad gubernamental del Gobierno [del Estado Libre Asociado] de Puerto Rico para actuar, por autoridad del mismo, bajo el nombre de Corporación del Fondo del Seguro del Estado.

(1) Facultades y poderes generales de la Corporación.

…

(2) Junta de Gobierno.

…

(3) Facultades y obligaciones.

La Junta tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

(a) … 

(t) Establecer que de los ingresos que se generen por concepto de las pólizas o primas que todo patrono viene obligado a extenderle a sus empleados en virtud de esta Ley, se separará la cantidad de hasta un siete punto cinco (7.5%) por ciento de la partida dispuesta para gastos administrativos de la Corporación, conforme al subinciso (n) que antecede, para la creación de un fondo especial dirigido a atender reclamaciones producidas al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada. Esta nueva responsabilidad, por sí sola, no conllevará la revisión de tarifas de las primas a los patronos. 

(u) Se crea el Fondo Especial para Atender Reclamaciones al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, dentro de la Corporación del Fondo del Seguro del Estado. 

(1) El Fondo Especial creado en virtud de esta Ley, tiene el propósito de facilitarle a los patronos del sector privado un mecanismo adecuado y sin cargos adicionales, que les permita cubrir reclamaciones generadas al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada. 
(2) Este Fondo Especial funcionará como una cuenta de ahorro para los patronos de manera que, si un empleado renuncia voluntariamente a su empleo, la aportación realizada por concepto de primas podrá ser devuelta al patrono. 

(3) En atención a que este Fondo Especial es de nueva creación y su proyección de ingresos es prospectiva, se dispone que cualquier gasto o desembolso en el que incurra la Corporación para cumplir con los propósitos de esta Ley, de manera inmediata, será cubierto por sus cuentas de reservas. Se dispone, también, que cualquier desembolso con cargo a las reservas de la Corporación será eventualmente sufragado con los depósitos realizados en el Fondo Especial que aquí se crea.
(4) La Junta de Gobierno, con la colaboración y anuencia del secretario del Departamento de Hacienda, elaborará una Orden Administrativa Especial que dispondrá todo lo relativo al uso y manejo del Fondo Especial aquí creado. Se autoriza a la Junta de Gobierno a delegar en el Administrador de la Corporación, la elaboración de la Orden Administrativa.

…” 

Sección 2.- Por la presente se deroga cualquier ley, o parte de ley, que sea incompatible con ésta. 

Sección 3.- Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposición de ley que no estuviere en armonía con lo aquí establecido.

Sección 4.- Si cualquier palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de esta ley fuere declarado inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el resto de esta ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de la misma que así hubiere sido declarado inconstitucional. 

Sección 5.- Esta ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.
